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(Sin corregir) 


PRESIDE: Señor Representante Gustavo Borsari Brenna. 


MIEMBROS: Señores Representantes Álvaro Alonso, Javier Cha, Álvaro Delgado, Luis Alberto Lacalle 
Pou, Jorge Orrico, Edgardo Ortuño y Javier Salsamendi. 


DELEGADO 
DE SECTOR: Señor Representante Daniel García Pintos. 


ASISTE: Señor Representante Carlos Maseda. 


INVITADOS: Señores Intendente Municipal de Artigas, Julio C. Silveira; escribano Alejandro Silvera, 
Presidente de la Junta Departamental, e ingeniero Gonzalo Cibils, asesor. 
Ver exposición 


Recurrentes: señores Roque García, Daniel González, Alberto Silva, José Díaz, Natividad 
Fernández y doctor Pablo Sarasúa. 
Ver exposición 


Señoras Silvia Larrosa y Jacqueline Flores, ex funcionarias de la Intendencia Municipal de 
Artigas. 
Ver exposición 


SEÑOR PRESIDENTE (Borsari Brenna).- Habiendo número, está abierta la reunión. 


Dese cuenta de los asuntos entrados. 


(Se lee:) 


Damos la palabra al señor Diputado García Pintos para que fundamente su nota. 


SEÑOR GARCÍA PINTOS.- Recibimos del señor Ministro del Interior la documentación a que 
hacemos referencia en la nota. Se trata de documentación técnica que hace al seguimiento de los delitos 
en el país y que, lógicamente, elabora el Ministerio del Interior. 


Lo que estamos solicitando es la presencia del señor Ministro. Hemos conversado con él sobre este tema 
también y quedamos en cotejar la información que tenemos, que hemos estudiado en los últimos dos meses. 
No tenemos una urgencia especial -no tiene por qué ser la semana que viene-, pero nos tenemos prometida 
una conversación sobre este tema, a los efectos de analizar esos documentos que desde el punto de vista 
técnico son tan importantes en lo que tiene que ver con las estadísticas sobre los delitos. 


Gracias, señor Presidente. 
SEÑOR PRESIDENTE.- La nota será estudiada cuando corresponda. 


(Ingresan a Sala el señor Intendente Municipal de Artigas, señor Julio Silveira; el señor Presidente de la Junta 
Departamental, señor Alejandro Silvera, y el asesor, ingeniero Gonzalo Cibils) 


La Comisión de Constitución, Códigos, Legislación General y Administración tiene mucho gusto 
en recibir al señor Intendente Municipal de Artigas, señor Julio Silveira -miembro, además, de esta 
Casa- y a sus asesores, el señor Alejandro Silvera, Presidente de la Junta Departamental, y el ingeniero 
Gonzalo Cibils, a los efectos de tratar el recurso de apelación interpuesto por ciudadanos contra las 
resoluciones Nos. 2.707. 2.708 y 2.832 de 2003 y Nos. 2.964, 3259, 3.260, 3379 y 3289 de 2004, dictadas 
por la referida Intendencia. 


SEÑOR SILVEIRA.- Señor Presidente, señores legisladores: no puedo dejar de trasmitirles la enorme 
satisfacción y, en alguna medida, la emoción que me genera estar en esta Casa, en este lugar, donde con 
muchos de ustedes y durante unos cuantos años compartimos la tarea. Fue una época muy importante 
de mi vida y, por lo tanto, ese recuerdo me acompaña, por lo cual siempre es una satisfacción y un 
honor estar acá. 


Trataré de ser breve porque, en realidad, este es un tema de resorte estricto de la Comisión y lo que podemos 
aportar nosotros es el punto de vista que la Administración actual tiene desde la posición administrativa, en 
cuanto a las decisiones y las medidas que hemos llevado adelante en torno a este tema. Evidentemente, ello 
no necesariamente corre en función de lo que haya pasado aquí con el recurso, que -reitero- es un tema 
estrictamente de manejo de la Cámara; nosotros hemos manejado el tema desde el punto de vista 
administrativo y hemos tomado algunas decisiones al respecto. 


Este asunto, que viene de la Legislatura anterior, se integró a ésta merced a un planteo que hicimos siendo 
Representantes. Nosotros tomamos contacto con él el día 15 de julio, una semana después de haber asumido 
porque, evidentemente, era un tema de gran envergadura. Las decisiones del Intendente sobre este asunto 
habían sido recurridas en su momento ante la Cámara y nosotros también teníamos recursos presentados por 
funcionarios directamente ante la autoridad que había dictado el acto. Evidentemente, era un tema de manejo 
de la opinión pública e importante para la Administración. 


A través de la señora Directora de Recursos Humanos y Comunicación solicitamos el expediente y, además 
de pasar a la Cámara los informes que ésta había solicitado en varias oportunidades en el otro período, 
nosotros tomamos contacto con el tema. Enviamos a la Cámara las fotocopias de las siete resoluciones en 
discusión, el cuadro histórico de la situación de los funcionarios afectados previo a su ingreso al Presupuesto: 
cargo, escalafón y grado con el cual habían sido presupuestados; su situación funcional inmediatamente 
después a su ingreso, y situación al 15 de julio. También enviamos el informe realizado por el asesor jurídico 
en relación al cuadro presentado. 


El 16 de setiembre, la Directora de Recursos Humanos nos eleva el informe N* 520/05 realizado por el asesor 
jurídico a solicitud de ese Departamento y en función de aquello que le habíamos encomendado. Como acá 
está resumida la posición de la Intendencia y es el sustento de las decisiones que posteriormente hemos 
tomado, sucintamente quiero dar a conocer el informe en su parte medular. 


La nota de la Directora de Recursos Humanos dice: "De acuerdo al requerimiento formulado por Oficio 
230/2005 corresponde indicar que el presente informe está centrado desde lo que surge en carpeta 67/8/2005 
referente solo a la presupuestación de funcionarios (...)". Téngase en cuenta que hay dos trámites; el otro 
estaba en otra carpeta. Entonces, aquí el asesor jurídico hace mención a la situación de las presupuestaciones 
y no específicamente a los ascensos, de lo que también podemos dar cuenta rápidamente. 


En su parte sustancial, el informe dice: "(...) De acuerdo a la información proporcionada directamente por 
vuestro Departamento" -el asesor jurídico de la Intendencia se refiere al Departamento de Recursos 
Humanos- "que se resume en Planillado adjunto comprensivo de las situaciones funcionales antes del dictado 
de las decisiones en examen,” -eso se encuentra en la Cámara; como dije recién fue elevado por nosotros en 
julio- "a su tiempo, con posterioridad a ella y al presente, corresponde concluir que se asiste al ejercicio del 
dictado de actos de presupuestación a cuyo respecto no se han cumplido los requisitos estatutarios vigentes. 
Cabe la expresa precisión en que no se verificó ningún antecedente o actuación administrativa que de una u 
otra forma reflejara haberse ello cumplido de modo alguno.- Conforme al régimen para la provisión de 
cargos, según Dto. Deptal. N* 2354/1059," -este es el estatuto del funcionario municipal- "procede recordar 
que:- a) está establecida la obligación de ingresar en el grado inferior de la escala jerárquica, tratándose de 
cargo no técnico (Art. 4%);- b) los cargos correspondientes a jerarquía inicial se proveen por concurso 

(Art. 9%);- c) las excepciones a ello, para proveerse directamente, lo son respecto a cargos técnico, obrero 
especializado y el de servicio (Art. 109);- d) en relación al personal obrero no especializado se realiza por 
sorteo (Art. 11%); e) finalmente, en los cargos de jerarquía superior a la inicial, la provisión será por ascenso 
(Art. 12%).- Correlacionadas las normas referidas en los literales precedentes con las situaciones que resulta 
posible agrupar en tanto revisten las mismas características o condiciones, sin perjuicio que las observaciones 
propiamente se acumulan, entre sí en diversos casos, tenemos que:- a) Se efectúan designaciones directas en 
cargos de promoción, infringiendo el Art. 12” en el caso de los siguientes funcionarios (...)". Y se hace la 
enumeración que podemos dejar sentada en la versión taquigráfica, aunque en este momento no es del interés 
de los señores Diputados. 


En aras de dar precisión, cristalinidad y garantías a este acto, nosotros procedimos individualmente. La 
decisión que tomamos, que en definitiva fue la de derogar esas resoluciones, fue individual, es decir caso por 
caso, funcionario por funcionario. Por eso figuran los nombres. Dado que eso se produce en cada una de las 
figuras a las que recién hacíamos mención, hemos agrupado por número de cobro a los funcionarios en cada 
una de esas situaciones. 


SEÑOR SALSAMENDI.- Quiero hacer una consulta al señor Intendente, porque me parece sustancial. 


Esta nueva resolución, ¿abarca todas las situaciones que estaban contenidas en el recurso presentado? Quiero 
saber si refiere a todos los casos, o a todas las personas que estaban involucradas en el recurso que tiene a 
estudio esta Comisión. 


Esto lo pregunto por una razón absolutamente obvia: si esto fuera así y, eventualmente, la situación se 
hubiera subsanado -en realidad, lo digo en condicional-, el recurso podría carecer de objeto al día de hoy. 


Es por eso que me parece que este punto es central en este planteo y le pediría que se explayara sobre él. 


SEÑOR SILVEIRA.- Efectivamente, la decisión que tomó la Administración alcanza a todos los 
funcionarios que se veían involucrados. Tan es así que cabría hacer una precisión que en alguna 
medida iría en consonancia con lo que recién yo decía sobre nuestro interés y preocupación por darle 
cristalinidad y garantías a este proceso. 


Hay cinco funcionarios, de los doscientos y tantos, que mantuvieron la condición porque su situación se 
encuadra en las normas estatutarias a las que hace referencia el asesor jurídico de la Intendencia. O sea que 
nosotros derogamos todo aquello que jurídicamente estaba comprendido en esta situación. Eran situaciones 
irregulares, ilegales. No es el caso de esos cinco que, precisamente, por tratarse de personal de servicio, se 


enmarca dentro de las potestades del Intendente y entonces esas presupuestaciones estaban ajustadas a 
derecho. 


Por lo tanto, creo que es pertinente lo que dice el señor Diputado, pero desde luego esa es una decisión a la 
que debe llegar la Cámara, basada en si de lo que digo se desprende que la circunstancia ha sido superada o 
no. Simplemente, voy a brindar la información. De todas formas, creo que es pertinente lo que preguntaba el 
señor Diputado. 


SEÑOR LACALLE POU.- Siguiendo la línea de razonamiento del señor Diputado Salsamendi, 
también es bien interesante saber la fundamentación de las resoluciones posteriores. 


El recurso se presenta en base a una ilegalidad. La ilegalidad se produjo en el momento de la resolución, que 
es de cumplimiento de tracto sucesivo, hasta que esta Administración hace caer, deroga o "vuelve a la 
normalidad" -hablando en términos no muy jurídicos- la situación. Lo concreto es que existió un proceso de 
ilegalidad o, según los recurrentes, un proceso en el cual existió una ilegalidad, contraviniendo la 
Constitución. 


Entonces, para quien habla, es bien importante saber la fundamentación de la resolución del señor Intendente 
Julio Silveira respecto de estos casos. 


SEÑOR SILVEIRA.- Como decía: "a) Se efectúan designaciones directas en cargos de promoción 
infringiendo el artículo 12 en el caso de los siguientes funcionarios: (...)" -y se citan-.- "b) Se realizan 
nombramientos sin mediar el procedimiento de selección instituido para ello, vulnerándose el Art. 9” y 
el Art. 11 en el caso de los siguientes funcionarios (...)" -y se establece la nómina-. "c) Se advierten 
presupuestaciones con absoluta prescindencia de las tareas que caracterizan al cargo y a las que 
efectivamente se desempeñan, revelando el contrasentido con relación a la regla del ejercicio efectivo 
de las funciones inherentes al cargo (conforme al Art. 14) en el caso de los siguientes funcionarios: (...)" 
-y también repite el procedimiento de enumerarlos uno por uno-; "Además, se excedería el límite de 
edad que indica el literal A), art. 5” del mismo Decreto con relación a los siguientes funcionarios: ' -es el 
caso de tres que se citan acá-, y dice en ese momento el asesor jurídico -reitero que este informe es de 
setiembre del año 2005-: "Se continúa examinando la situación que refiere a los siguientes 
funcionarios: 4953, 5385, 4004, 4908 y 5867", que son aquellos cuya presupuestación estaba ajustada a 
derecho, según la conclusión a la que arribamos. En ese momento todavía el asesor jurídico no estaba 
en condiciones de expedirse respecto a esa situación. 


Y continúa diciendo: "Se excluye la situación del funcionario 5781 al haberse dado cuenta de su renuncia a la 
función pública en el Municipio; por su vez, el cumplimiento de tareas en comisión respecto al funcionario 
6273" -que es el hijo del ex Intendente Signorelli, que estaba en comisión aquí en la Cámara y que había 
ingresado al Presupuesto con un mes en la Intendencia- "ello no muda las referencias formuladas a su 
respecto". El asesor jurídico nos dice que la condición de "en comisión" en aquel momento de ese 
funcionario no cambiaba su situación con respecto a este planteo. 


Prosigue diciendo: "Cabe reiterar que unas y otras infracciones resultan acumuladas en las muchas de las 
situaciones antes referidas y así está formulada la indicación”. O sea que en situaciones diferentes hay 
funcionarios que se repiten. 


Dice el doctor Braulio Gil: "En suma, ante la selección inmotivada de funcionarios resolviendo su 
presupuestación directa en determinados cargos, por su vez y en verdad en cualquier posición de orden 
escalafonario y jerárquico (para así advertirlo es gráfica la identificación que surge del Planillado según 
colores por escalafón)," -tenemos que tener en cuenta que se refiere el Departamento de Recursos Humanos- 
"deberá concluirse que el contenido dispositivo de los Actos Administrativos en cuestión no se ajusta a 
Derecho.- Advertida la antijuridicidad que por el presente se da cuenta es lícito y posible decretar la 
revocación de estos actos administrativos por razón de legalidad y como corolario de ello se habría de 
restituir a los funcionarios a la situación jurídica o régimen en que se encontraban o tenían antes del dictado 
de los mencionados actos, pudiendo luego mantenerlos mediante renovación de contratos o prescindir de los 
servicios de acuerdo al estudio de cada situación. Para una ordenada ilustración, queda planteada la iniciativa 
para que por vuestra dependencia ulteriormente se desarrolle cada una de las circunstancias analizadas 


mediante informe respecto a cada funcionario y lo que en relación a los mismos en particular indica su 
legajo, si así se solicitare por el interesado por lo que seguidamente se dirá.- En la adecuada instrucción del 
asunto debe darse intervención en los procedimientos a los interesados en que los Actos Administrativos se 
mantengan, a cuyos efectos corresponde conferir vista personal con el plazo particular de 10 días hábiles, a 
notificarse en la Oficina o en el domicilio constituido en el respectivo legajo funcional. Con escrito de dichas 
partes o bien sin ellos vencidos los respectivos términos, se procederá a elaborar informe definitivo". 


Esto es, nosotros utilizamos un recurso que no es el más usual, pero consideramos que era el que más 
garantías y seguridades ofrecía a los funcionarios, que fue darles vista de este informe durante diez días 
previos al informe definitivo. Los notificamos personalmente uno por uno de este informe. En definitiva, y 
hablando claramente, nosotros le dijimos a cada funcionario: "Esto es lo que yo, Intendente, pienso de la 
situación en la que usted se encuentra; y yo le doy diez días para que usted respecto a eso, me haga, por lo 
menos, una presentación en referencia a esta idea". Pensamos que esto nos significaba un camino más largo, 
que nos demoraba más, pero que daba seguridades y mayor tranquilidad. Cumplido ese procedimiento, 
dictamos el acto que el asesor jurídico ya aquí nos estaba aconsejando, de dejar sin efecto esos ascensos. 
Primero hablamos de las presupuestaciones y luego hicimos nuevamente la notificación, ya dentro de lo que 
son los procedimientos habituales en estos casos; aunque no sé si tan habituales, pero son los que la norma 
prevé. 


SEÑOR GARCÍA PINTOS.- ¿Hubo muchos descargos? 


SEÑOR SILVEIRA.- Sí. Hubo más descargos que recursos. En un número importante los 
funcionarios, asesorados jurídicamente, vinieron a nosotros a decirnos que consideraban que esto no 
era así. Pero luego, cuando nosotros dictamos el acto definitivo, los recursos fueron bastante menos; 
recurrieron nuestra decisión algo así como sesenta funcionarios de los más de doscientos involucrados. 


SEÑOR ORRICO.- Dictada la Resolución por la Intendencia Municipal de Artigas, ¿en este momento 
hay recursos que siguieron la vía jerárquica o se agotaron con el simple recurso ante el propio 
Intendente? ¿En qué estamos en ese sentido? 


SEÑOR SILVEIRA.- Hay recursos que han seguido la vía correspondiente. Nosotros todavía estamos 
haciendo algunas notificaciones pero, en general, ahora se siguen los procedimientos usuales. Aquellos 
que han recurrido tienen un plazo determinado para que la Administración se expida; de no hacerlo, 
en función de lo planteado, seguirán ellos el recurso ante el órgano que corresponda, seguramente el 
Tribunal de lo Contencioso Administrativo. Ese es un procedimiento que está en marcha y se han 
cumplido todas las etapas. Nosotros hoy estamos en una instancia parecida en lo que tiene que ver con 
los ascensos, porque había presupuestaciones y ascensos y se recurren las dos cosas. Como los señores 
Diputados supondrán, el informe de nuestro asesor jurídico va en un sentido muy similar al que se 
determina para las presupuestaciones; o sea, de la misma forma que están establecidas normas para la 
presupuestación, se da para el caso de los ascensos. 


En este caso el asesor jurídico dice: "Inicialmente procede recordar que está establecida la regla de la carrera 
administrativa para todos los cargos de la comuna, exceptuándose únicamente los de carácter político o de 
particular confianza (art. 3"Dto Deptal.2354/1959) y que respecto a los cargos de jerarquía superior a la 
inicial, la provisión será por ascensos (Art. 12). Precisamente conforme al régimen para la provisión de 
cargos por ascenso debió estarse a las instancias de procedimiento indicadas en el Cap. VI del mencionado 
estatuto (arts. 22 a 27). Cabe la expresa precisión en que no se verificó ningún antecedente o actuación 
administrativa que de una u otra forma reflejara haberse ello cumplido de modo alguno, circunstancia que 
coincide en no haberse incluido la preceptiva constancia de haber sido observadas las disposiciones en 
cuestión (art. 27)". Es bueno hacer notar que debe aparecer claramente, en los antecedentes que la propia 
Cámara tiene, que en ninguna de esas decisiones aparece el informe jurídico. Es decir, cuando se toma la 
decisión primera de incluir en el Presupuesto a esos funcionarios y de ascender a los otros, no existía en los 
antecedentes ningún informe de la asesoría jurídica de la Intendencia. 


El asesor jurídico señaló: "Sin duda el número de vacantes a proveer determinaba el adecuado cumplimiento 
de las mismas, asistiéndose a la movilización de 293 funcionarios, que por su vez se acumulan a otras 
situaciones funcionales (presupuestaciones) sin que ello surja adecuadamente ordenado.- Además de la 


genérica consideración comprensiva a todos los casos, igualmente se dirá que también se asiste a ascensos de 
grado con cambio de escalafón sin que ello se fundamente o se dé cuenta de su pertinencia", y se hace 
mención a una serie de funcionarios. Desde luego que todos los que fueron incluidos en el presupuesto 
sufrieron una modificación en su situación funcional; además, hay otros que fueron ascendidos siendo 
presupuestados sin que se cumplieran las normas. El informe continúa diciendo: "Correlacionadas las normas 
referidas como incumplidas con las situaciones que resultan adoptadas, en suma se está ante la selección 
inmotivada de funcionarios resolviendo su ascenso directo, debiendo concluirse que el contenido dispositivo 
de los actos administrativos en cuestión no se ajusta a derecho.- Advertida la antijuridicidad que por el 
presente se da cuenta es lícito y posible decretar la revocación de estos actos administrativos por razón de 
legalidad y como corolario de ello se habría de restituir a los funcionarios a la situación jurídica que tenían 
antes del dictado de los mencionados actos". 


Debo manifestar a esta Comisión que exactamente esto es lo que la Administración hizo luego. Es decir que 
nuestra decisión se adoptó en función de este elemento que el asesor jurídico nos hizo notar, por lo cual 
nosotros procedimos en su momento -luego de cumplidos los pasos de los que di cuenta- a dejar sin efecto las 
mencionadas resoluciones. 


Ahora quiero hacer una precisión a mayor abundamiento. Para nosotros resulta más complejo el segundo 
caso que el primero -me refiero al de los ascensos- porque evidentemente ya en una primera instancia ello 
supone una situación complicada para los funcionarios, en la cual no queremos caer, que es la de causarles un 
perjuicio económico. Al haber sido ascendidos y nosotros ahora dejar sin efecto esa resolución, si bien 
actuamos ajustados a derecho y en ningún momento dudamos de que la resolución que tomamos fue la más 
adecuada y de que está encuadrada en las normas, también hay un componente humano que no podemos 
desconocer. Por lo tanto, nosotros, que estamos empeñados -inclusive, es una norma contenida en el 
Presupuesto- en la realización de una reestructura en materia de recursos humanos de la Intendencia, que 
estamos llevando adelante con la Oficina Nacional del Servicio Civil, vamos a proceder a cambiar todas estas 
formas de accionar. 


El argumento que se utiliza cuando se recurren estas resoluciones es que nunca antes se habían hecho 
presupuestaciones ajustadas a las normas. Se sabe que esto no supone un antecedente válido; la violación 
sistemática de la norma en ningún momento va a suponer que esa violación se vuelva la norma. Por lo tanto, 
nosotros en esta oportunidad, que fue la que se nos presentó, accionamos en este sentido; pero, además, 
estamos generando las oportunidades para que todos los funcionarios -muchos de los cuales tendrán derecho, 
por su antigiiedad, a un lugar determinado en el Presupuesto Municipal-, estos y los otros que tienen las 
mismas condiciones y arbitrariamente fueron dejados de lado, tengan su oportunidad y se integren a través de 
las normas, como corresponde, al Presupuesto Municipal. 


En el caso de los ascensos estamos actuando de tal manera que las resoluciones finales coincidan, en lo 
posible, con la nueva estructura y que los funcionarios, si es del caso, no sufran o sufran el menor deterioro 
económico posible. Esto supone una situación compleja desde el punto de vista de la Administración. En 
definitiva, esta era nada más que una acotación. En nuestro trabajo siempre es importante tener en cuenta los 
aspectos humanos, sobre todo en estos temas laborales. 


Esto es cuanto quería decir; en definitiva, los informes jurídicos que leí fueron los que motivaron nuestro 
accionar, haciendo lo que allí se determina: derogar esas normas de manera que los funcionarios vuelvan a la 
situación anterior. 


SEÑOR SALSAMENDI.- Cuando un acto administrativo tiene un vicio originario por apartarse de 
aspectos legales, pueden ocurrir dos cosas: que se lo derogue -por razones legales e, inclusive, en algún 
caso en que discrecionalmente así se pueda hacer, por motivos de conveniencia- o que se lo anule. En el 
caso de la anulación, los efectos ocurren hacia el pasado; es decir, la norma nunca llega a nacer y los 
efectos que eventualmente tuvo necesariamente deben retrotraerse al momento en que se dictó el acto 
que -digámoslo así, aunque no es el término más técnico- nunca debió haberse dictado, por contravenir 
la norma, etcétera, lo cual es claramente posible en el Derecho Administrativo uruguayo. La 
derogación opera hacia el futuro, es decir que los efectos que se produjeron entre el nacimiento del acto 
y el momento de la derogación quedan firmes. Mi consulta concreta es si en este caso se procedió a una 
anulación del acto o si existe una derogación de los actos. Concretamente, quiero saber qué ocurrió con 


los salarios que se percibieron en ese lapso y con todos los efectos que se produjeron a partir del 
dictado de este acto. 


SEÑOR LACALLE POU.- El razonamiento que estamos salpicando con el Diputado Salsamendi hace, 
por supuesto, a si es pertinente o no la resolución final de esta Comisión y de esta Cámara. En este caso 
-me atrevo a emitir una opinión, sin perjuicio de lo que diga el Intendente-, no sería sobreabundante 
que la Cámara se manifestara porque, por lo que veo, no es una anulación sino una derogación; esto es 
pertinente. Como cambiarían los efectos jurídicos, fundamentalmente sobre los recursos presentados 
por quienes sienten que sufrieron por alteración de sus derechos, haría falta una manifestación de esta 
Cámara. 


SEÑOR ORRICO.- Es muy importante la determinación de un caso u otro, porque se dictó un acto y 
empezó a producir efectos. Si se derogó, todos los efectos quedan firmes; en cambio, si lo que se hizo 
fue anular, se considera que el acto nunca tuvo vida y, por lo tanto, no hay efecto alguno desde el punto 
de vista salarial o desde algún otro que pudiera existir. 


Por lo tanto, a primera vista y sin perjuicio de que puedo llegar a cambiar de opinión, porque no es muy 
profundo lo que hemos estudiado sobre este recurso, pienso que si hay una anulación del acto daría la 
impresión de que el recurso podría quedarse sin objeto, lo que puede dar lugar a un informe a la Cámara y 
que esta resuelva si da por bueno o no lo que se le impone. Si se trata de una derogación, eso parece muy 
claro, sin perjuicio de que la discusión puede echar luz sobre otros aspectos que en este momento no son 
tenidos en cuenta. 


SEÑOR SILVERA.- El acto fue una revocación de las presupuestaciones realizadas con efecto para el 
futuro. 


Dada mi condición de Edil suplente en la Junta durante el período anterior, voy a brindar otro tipo de 
argumentación. En el ámbito de la Junta Departamental, los Ediles de todas las bancadas buscamos conocer 
por todos los caminos cuáles eran las resoluciones de presupuestaciones y ascensos, pero no tuvimos 
oportunidades. Se trataba de un tema oculto; aunque los funcionarios reclamaban conocer quiénes estaban 
presupuestados y quiénes habían sido ascendidos, la información no se brindaba. 


Obran en nuestro poder pedidos de informes realizados los días 26 de febrero de 2004, 5 de marzo de 2004, 
17 de marzo de 2004, 2 de abril de 2004, 16 de abril de 2004, 26 de abril de 2004. También disponemos de la 
contestación a un pedido de informes que la Junta Departamental hizo suyo. El 14 de junio la Intendencia nos 
brinda la fotocopia de cuatro resoluciones, las números 2694, 2708, 2832, 3258 y 3259. En esa época 
manifiestamente había otras resoluciones que generaban mayores inconvenientes y trastornos a las carreras 
administrativas de los funcionarios, pero esas permanecieron ocultas y no se nos brindó información. 


En esa situación, el único camino que les quedó a los funcionarios fue el Recurso N* 303 con la firma de más 
de mil ochocientos ciudadanos del departamento. Cabe recordar que estas presupuestaciones fueron 
realizadas en el período electoral del año 2004, antes de las elecciones internas. Además, se trata de actos que 
no tienen motivo. Si se observa la redacción de las resoluciones, se nota que son muy simples ya que, por 
ejemplo, aparte del número de la Resolución, el departamento y la fecha se expresa: "VISTO: que 
actualmente existen vacantes en el Escalafón de Oficio del Presupuesto Municipal vigente.- 
CONSIDERANDO: la necesidad de efectuar la regularización correspondiente.- ATENTO: a las facultades 
legales conferidas al Suscrito; EL INTENDENTE MUNICIPAL DE ARTIGAS RESUELVE: 1) Designar, a 
partir del día 1” de julio de 2003, a las personas que a continuación se indica, para ocupar los cargos del 
Presupuesto Municipal vigente que se expresan: (...)". En base a este tipo de resolución se producía el llenado 
de vacantes. Nosotros tuvimos que hacer una tarea de tipo detectivesco, muchas veces consiguiendo 
información... 


SEÑOR ORRICO.- ¿Entendimos bien o eso significa que la Junta no participaba? 


SEÑOR SILVERA.- No se brindaba información. 


SEÑOR ORRICO.- Además, ¿no votaba las resoluciones? 


SEÑOR SILVERA.- Tampoco corresponde que la Junta las vote. Los ascensos y las presupuestaciones 
son realizados por resolución del Intendente y no por Decreto de la Junta Departamental. 
Simplemente, la Junta Departamental, en virtud de su facultad constitucional de control, ante la 
inquietud de los funcionarios acerca de las irregularidades de tipo administrativo, pedía información 
que nunca nos fue brindada. 


La forma en que se redactan las resoluciones manifiestamente intenta ocultar cuál es la última intención de 
presupuestar a determinadas personas. Se llenan vacantes y, como les decía, nosotros debíamos hacer una 
labor detectivesca consiguiendo información bajo cuerda para saber cuáles eran las personas que estaban 
presupuestadas con anterioridad y habían sido ascendidas y cuáles eran las personas que se presupuestaban, 
ya que en la misma resolución aparecen ascensos, presupuestaciones de funcionarios dos o tres grados más 
arriba, y nosotros no sabíamos si estábamos hablando de una presupuestación o de un ascenso. Conocer esa 
situación nos llevó mucho tiempo porque, reitero, en las resoluciones nunca está claro cuándo se trata de un 
ascenso o de una presupuestación. 


Todo esto dio lugar a que esos mil ochocientos ciudadanos firmaran este recurso que se presentó ante la 
Cámara. 


SEÑOR SILVEIRA.- En cuanto a la inquietud que plantea el señor Diputado Salsamendi, deseo 
recordar lo que decía el informe del asesor jurídico de 22 de diciembre: 'Advertida la antijuridicidad 
que por el presente se da cuenta es lícito y posible decretar la revocación de estos actos administrativos 
por razón de legalidad y como corolario de ello se habría de restituir a los funcionarios a la situación 
jurídica que tenían antes del dictado de los mencionados actos". 


Nosotros convertimos ese informe en resolución el día 22 de diciembre, dictaminando que se proceda en los 
términos instruidos por la Oficina Jurídico Notarial, por lo cual hemos derogado ese acto. En función de ello 
es que hacía las consideraciones finales con respecto a la situación de aquí en adelante de aquellos 
funcionarios que se ven afectados por esas circunstancias. 


SEÑOR PRESIDENTE.- La Comisión agradece vuestra presencia y la colaboración prestada. 


(Se retiran de Sala el señor Intendente de Artigas, el señor Presidente de la Junta Departamental de ese 
departamento y el señor asesor) 


(Ingresa a Sala una delegación de funcionarios de la Intendencia Municipal de Artigas) 


La Comisión de Constitución, Códigos, Legislación General y Administración da la bienvenida a 
la delegación de funcionarios de la Intendencia Municipal de Artigas, integrada por el doctor Pablo 
Sarasúa, los señores Roque García, Daniel González, Alberto Silva, José Díaz y la señora Natividad 
Fernández. 


SEÑOR GARCÍA.- Voy a hacer uso de la palabra en mi calidad de Presidente del Sindicato Municipal 
de Artigas. 


Hemos sido convocados para ratificar lo que hace un tiempo hemos estado denunciando, como corresponde, 
ante este Parlamento y, precisamente, en esta Comisión, en lo que tiene que ver con los abusos que cometió la 
Intendencia Municipal de Artigas en el período pasado, cuando ocupaba el cargo de Intendente el doctor 
Carlos Signorelli. También queremos señalar las irregularidades, atropellos y tanto abuso de poder en ese 
período. 


Reitero que hoy venimos a ratificar lo que ya dijimos con respecto a los ascensos y presupuesto que, como 
representantes de los trabajadores, consideramos que se hicieron en forma muy incorrecta, también ilegal, y 
hasta si se quiere inconstitucional. Al respecto, vamos a brindar alguna información. 


En las tantas oportunidades en que estuvimos en Montevideo, nos encontramos con algunos señores 
legisladores -que están presentes aquí- a quienes relatamos informalmente lo que nosotros estábamos 
padeciendo en ese momento. 


Queremos agregar que tenemos un Texto Ordenado del Funcionario Municipal -TOFUM- al que en ningún 
momento se ajustaron, de derecho ni de hecho, cuando se designaron las presupuestaciones y los ascensos. Es 
claramente demostrable que en esto último estuvo el "dedazo" político, el favoritismo y el clientelismo 
político por parte de quien ya mencioné, es decir, el ex Intendente, que hoy casualmente es Diputado. Digo 
casualmente porque no fue una elección directa y, de acuerdo con nuestro sistema constitucional, por resto de 
votos hoy lo es. El hijo de este señor -por decir algo claro y contundente- fue presupuestado por su padre por 
tres meses y algo en la función. Por otra parte, había compañeros que tenían una antigúedad considerable, 
con lo que respaldaban la calidad de presupuestados, pero el Intendente no los tomó en cuenta. También hubo 
hijas e hijos de Ediles del oficialismo en aquel momento que fueron beneficiados con el mismo hecho. 


Además, se cometió el atropello de no brindarnos información en nuestra calidad de sindicato. La Junta 
Departamental hizo lo mismo y no tuvo suerte en la respuesta. 


Asimismo, se empleó una táctica administrativa como para despistar y para que nosotros no pudiéramos 
saber a ciencia cierta qué era lo que estaba ocurriendo. Por ejemplo, presupuestar y ascender todo en un 
mismo paquete, cuando desde el punto de vista administrativo lo habitual es hacer el desglose. 


Ante esa situación, teníamos dos vías y recurrimos al Parlamento departamental y al Parlamento nacional. 
Una de las opciones era que la Junta Departamental aprobara nuestro petitorio y la otra era que se aplicara el 
artículo 303 de la Constitución. Hace aproximadamente una semana y media la ciudadanía de Artigas juntó 
mil ochocientas firmas, que son las que respaldan nuestra denuncia. 


Venimos hoy a ratificar y a confirmar lo que ya dijimos y, si es necesario, podemos brindar más detalles, por 
lo que quedamos a la orden. 


SEÑOR SARASÚA.- Cuando se otorgaron los ascensos y las presupuestaciones en la Intendencia 
Municipal de Artigas hubo irregularidades de todo tipo. 


En primer lugar, los ascensos están regulados por el Estatuto del Funcionario Municipal. En ese sentido, sería 
más fácil mencionar qué artículo se cumplió, y no cuáles no se cumplieron, porque prácticamente se desoyó 
todo lo que establece el Estatuto. Por ejemplo, el Estatuto establece que se debe calificar y notificar al 
funcionario para que pueda interponer el recurso correspondiente, pero no se notificó a nadie. También prevé 
la conformación de una junta de calificaciones de tres miembros: uno designado por el jerarca, otro por los 
funcionarios calificadores y el tercero por los funcionarios municipales. Esta junta de calificaciones nunca se 
llegó a integrar. 


Por lo tanto, en el caso de los ascensos, de ninguna manera se procedió conforme a los artículos 31, 32, 33, 
34,35, 36 y 40 del Estatuto del Funcionario Municipal. Los funcionarios no conocían su nota, si habían sido 
ascendidos, porque todo era hermético y secreto. Solo había una carpeta en la que se mezclaban 
presupuestaciones y ascensos, que como abogado del gremio solicité en varias oportunidades, hasta que me 
dijeron que tenía que pedirla por escrito; así lo hice, y tengo en mi poder todos los escritos que presenté. La 
carpeta de referencia lleva el número 82207/04, y nunca me la entregaron. Me decían: "Vení la semana que 
viene y, después, la otra", hasta que un día me dijeron que la semana próxima se resolvería mi tema. Fui a la 
semana siguiente y me dijeron: "Se resolvió tu tema. Vamos a publicar en el Diario Oficial", pero tampoco se 
publicó. Tampoco se siguió una buena práctica que había en la Intendencia que consistía en publicar en el 
hall todos los ascensos y presupuestaciones, para que los funcionarios se fijaran. 


Reitero que en esta carpeta estaban todos los ascensos y presupuestaciones. 


Un día me encontré con un funcionario, a quien conocía por otro motivo, quien me dijo: "Acá está la 
carpeta". Le pedí para fotocopiarla y llevarla a las actuarias para hacer un testimonio. Este funcionario me 
respondió: "Te la doy acá nomás; fotocopia no podés llevarte". Todo eran rumores, que Fulano había 
ascendido, que Zutano había sido presupuestado. 


Asimismo, la Junta Departamental cursó pedido de informes que la Intendencia no respondió, constituyendo 
otro agravante, y si respondía era peor, porque eran respuestas parciales, es decir, mandaba algunas hojas de 
presupuestaciones y ascensos y otras no. Todo era una nebulosa y era muy difícil moverse. 


Uno debía informar a los funcionarios que, por ejemplo, en Carpintería habían ascendido a Fulano y que 
deberíamos recurrir, pero ¿qué acto administrativo se podría recurrir si todo estaba escondido? 


Al final, nunca publicaron los contenidos de esa carpeta, nunca me los entregaron y nunca informaron en la 
cartelera. Recién se conoció esta información con la nueva administración. 


En el caso de las presupuestaciones, pasó lo mismo. Se desoyó lo que establece el Estatuto en cuanto a la 
provisión de cargos. En ese sentido, no respetaron el principio de la igualdad de las personas para ocupar 
cargos públicos, ni el de eficiencia de la administración. No temo afirmar que en casos concretos, para mí, se 
llegó hasta violar el artículo 20 de la Ley_N* 17.060, ley anticorrupción, porque es palmario que primó el 
interés privado sobre el público, que hubo abuso de poder, ya que el hijo del Intendente fue presupuestado al 
poco tiempo de haber ingresado a la función pública. 


SEÑOR LACALLE POU.- Quiero preguntar sobre esta última afirmación, porque alguien leerá luego 
la versión taquigráfica de esta sesión; siempre alguien la lee. 


Como el doctor Sarasúa concurre en representación de ADEOM y dijo "para mí se está violando la ley. 
anticorrupción”, me gustaría que quedara claro si está hablando como doctor, a título personal, o en nombre 
del sindicato, de ADEOM, acerca del posible delito cometido de violación de la ley anticorrupción. 


SEÑOR SARASÚA.- Esta es la posición del gremio, que ha sido reiterada varias veces. Cada vez que el 
gremio tiene oportunidad de hablar por la radio, se resaltan estos hechos. Obviamente, este caso fue el 
más comentado. Cuando se corrió el rumor de que el Intendente había presupuestado al hijo, creo que 
ni los más memoriosos pudieron recordar que hubiese pasado algo así en Artigas. 


No hubo concursos ni sorteos. En el caso de las presupuestaciones, no se respetó el Estatuto del Funcionario 
Municipal. 


Creemos que estas son, a grandes rasgos, las violaciones en el caso de los ascensos y presupuestaciones. 


Traté de ser lo más breve y concreto. 


SEÑOR GARCÍA.- Me deja muy tranquilo esto de la versión taquigráfica y ojalá que no lo lea alguien 
sino que sean muchos quienes la lean. Esto que quede bien claro: fue una Administración muy 
fraudulenta, pero no porque lo diga el Presidente de ADEOM Artigas; lo ha dicho la Justicia. La 
Justicia se ha expedido y no a nivel de los grados menores ni de los grados bajos de los funcionarios, 
sino a nivel de los cargos de confianza. El último Intendente que actuó, antes de asumir el nuevo, 
estuvo preso. El Secretario de la Junta Local de Bella Unión, que es escribano, está preso por fraude. 
El contador de Bella Unión está preso por fraude; y ahí suma y sigue. 


Como decíamos la última vez que estuvimos acá, parece que como uno es de un pueblo olvidado, del otro 
lado de la República, viene a hacer sensacionalismo o algo por el estilo. Pero créannos que nosotros 
solamente venimos a decir, quizá no con el léxico adecuado ni con la finura de expresión que muchas veces 
hubiéramos preferido tener, pero sí con la sinceridad y el convencimiento de que las denuncias que hemos 
hecho hoy se ven reflejadas en el resultado de aquello en que se ha expedido la Justicia. 


Si bien este tema no había sido propuesto para tratar en el día de hoy, siempre es bueno traerlo al tapete, 
porque sí creemos en este nuevo Parlamento, sí creemos en esta Justicia uruguaya y es por eso que nosotros 
desde anoche andamos "tranqueando" para atravesar el paisito y venir acá con mucho gusto, con mucho 
convencimiento y con mucha firmeza. No tenemos ningún temor y no nos va a temblar nada ante nadie, 
porque pienso que cuando uno dice la verdad llega muy lejos. Ese ha sido el objetivo de este Sindicato que ha 
tratado de combatir estas cosas. Y digo "ha tratado" porque muchas veces se ha hostigado, se ha castigado y 
perseguido a los compañeros que en su momento creían estar convencidos de su lucha. 


Entonces ratificamos en un cien por ciento lo que ha dicho nuestro asesor jurídico. También podríamos 
incrementar la información con respecto a las irregularidades, que vamos a llamarlas de este modo por no 
emplear otros términos. Por ejemplo, a una persona se la asciende dos veces en un mismo período. Como 
decía el doctor Sarasúa, tenemos un Texto Ordenado del Funcionario Municipal, el TOFUM, del que no se 
cumplió el más mínimo requisito. Alguien nos dijo por qué no recurríamos al Tribunal de lo Contencioso 
Administrativo, ya que esta medida no reunía las mínimas condiciones para que se llevara a cabo. Quiero 
decir que yo nunca me enteré de que un compañero pudiera reclamar un puesto que le correspondía si nunca 
fue publicado; cuando solicitábamos que se presentara alguna lista -como bien decía el doctor Sarasúa- se nos 
negaba rotundamente. 


Este tampoco es un tema para tratar ahora, pero lo queremos hacer porque es una de las oportunidades que 
tenemos para desahogarnos, porque no todos los días venimos al Parlamento. Tanto es el irrespeto que hubo a 
nivel del legislativo departamental, que un día pedimos para ser oídos por los Ediles en la Junta 
Departamental y nos dijeron que sí, pero en el momento en que íbamos a exponer la masacre que estábamos 
sufriendo por parte de "estos personajes" -permítanme la expresión-, se levantaron y dejaron sin quórum la 
sesión. Estos son datos extraídos de la realidad. 


Repito: no venimos a hacer sensacionalismo porque no es nuestro rol ni nos interesa. Sí nos importa que se 
empiece a hacer justicia por el bien de toda la población en general. Los señores Diputados nos dirán qué 
tiene que ver la población si este es un tema municipal. Tiene que ver porque, como lo decía el doctor 
Sarasúa -lo voy a decir criollamente porque no me vengo a disfrazar de catedrático; soy un peludo más, 
representante de otros peludos-, muchas veces el pueblo se vio defraudado por sus propios representantes; 
nos guste o no, era lo que había. Entonces, esto redunda también en desmedro de la ciudadanía, porque si no 
llega a trancarse, si alguien no oye y concluye en que realmente fue una irregularidad, por no expresar otra 
cosa, vamos a pagar todos, y muy caro, por algo que nosotros consideramos -y estamos convencidos, sin ser 
abogados ni mucho menos, hasta por sentido común- que es tan grande y que rompe los ojos; no se puede 
defender lo indefendible. 


SEÑOR SALSAMENDI.- El señor Intendente de Artigas nos planteaba que estas resoluciones que son 
el objeto del recurso habían sido derogadas por la Intendencia Municipal. La consulta que hicimos al 
Intendente y que ahora queremos hacer a ustedes es si lo que se hizo fue anular los Actos 
administrativos que se habían adoptado a los efectos de la determinación de estos ascensos y, por lo 
tanto, si todos los efectos que se produjeron en realidad fueron devueltos a su situación original. Esto 
es, si los salarios que se cobraron en el período en que estuvo vigente la resolución, efectivamente se 
devolvieron o no, qué ocurrió con eso o si se derogó la resolución y, por lo tanto, funcionó un nuevo 
régimen desde ese momento. 


Esta consulta para nosotros es absolutamente fundamental a los efectos de saber exactamente dónde estamos 
parados y qué cosas tenemos que resolver con relación a este recurso presentado. 


Por lo tanto, reitero que queremos conocer qué saben sobre la situación al día de hoy. 


SEÑOR SARASÚA.- Hasta donde yo sé, no se produjo la devolución de los sueldos que habían 
cobrado. Sí se dejaron sin efecto todas las presupuestaciones y todos los ascensos, sin excepciones. 


SEÑOR LACALLE POU.- El Presidente de ADEOM o el doctor Sarasúa hicieron referencia a cómo se 
acostumbraba a publicar en una cartelera los ascensos. El señor Intendente de Artigas hace unos 
instantes establecía algunas argumentaciones que el ex jerarca municipal o la ex Administración 
Municipal -porque no sé si fue el Intendente Signorelli- esgrimía para haber tomado estas últimas 
resoluciones en cuanto a los ascensos y a las presupuestaciones. La pregunta es muy clara: ¿está 
enterado el Sindicato de la Intendencia Municipal de Artigas de si alguna vez ingresó alguien a la 
Intendencia por concurso, si se ascendió o se presupuestó a alguien por concurso? 


SEÑOR GARCÍA.- Quiero decir que carecemos de fechas y de datos precisos. Pero respecto a lo 
neurálgico de la pregunta decimos que sí; que en la historia de la Intendencia, al menos cuando 
nosotros estuvimos, se han hecho concursos de oposición y méritos. Tampoco vamos a creer que todos 
los ingresos de funcionarios fueron por ese método, porque existió algún concurso o sorteo. Claro está 


que en la Administración anterior no los hubo. Vamos a aclararlo, porque a veces, por aclarar, uno 
oscurece. 


El tema es claro; en el quinquenio anterior, nada. Pero no quiero decir que nunca los haya habido. Inclusive, 
podemos decir acá muy fehacientemente que hemos logrado formar una mesa de negociación colectiva con el 
Intendente, porque estamos discrepando con respecto al ingreso a dedo o por favoritismo político, que 
siempre hemos denunciado porque hace desaparecer la igualdad de todos los ciudadanos. 


En esta Administración se ha hecho sorteo para el ingreso de funcionarios en calidad de contratados para 
desempeñar tareas específicas, por ejemplo, hormigón y bacheo. Lo digo bien claro para que se entienda. 
Pero como el que se quemó con leche ve una vaca y llora, estamos atentos y participamos en esta mesa de 
negociación colectiva, surgida de una decisión bilateral, en la que tenemos voz y veto, para que los 
compañeros puedan acceder correcta y legalmente, como corresponde, a los ascensos que establece el 
presupuesto. 


En esa mesa vamos a hacer valer nuestro derecho como trabajadores y vamos a reivindicar los artículos que 
figuran en el texto ordenado que se refiere a los funcionarios municipales y que establece la antigiledad que 
debe tener cada uno para acceder a la calidad de presupuestado y para ascender. Asimismo, vamos a intentar 
modificar la tipificación de tareas a través de un organigrama. 


Queremos dejar claro que mañana o pasado, dentro de un mes o dos, o dentro de un año -ojalá no sea 
necesario- vamos a venir acá, o a donde corresponda, porque no vamos a permitir que se dé una situación 
como la que hemos descrito. Por eso decimos que lo que está bien, está bien, y lo que está mal, está mal, y lo 
denunciamos. 


SEÑOR ORTUÑO.- Quisiera agradecer su visita pero también la firmeza y la convicción con la que los 
trabajadores organizados una vez más han controlado a las administraciones y defendido sus derechos 
y los de todos los ciudadanos. Compartimos el criterio de que estas cosas impactan sobre el conjunto de 
la ciudadanía, no solamente del departamento. Nos consta que lo han venido planteando desde larga 
data, porque así nos lo ha transmitido insistentemente el compañero Maseda. 


Quisiera hacer una pregunta concreta. Desde una perspectiva estrictamente formal, uno puede preguntar por 
qué no se recurrió ante el Tribunal de lo Contencioso Administrativo estos actos administrativos. Uno tiene la 
convicción de que no había ninguna circunstancia posible y fáctica para poder hacerlo. Entonces, me gustaría 
consultar si efectivamente es así y si lo que me parece extraer de la exposición del asesor letrado es que no 
había conocimiento de cuáles eran los actos concretos, para poder recurrir como la legislación lo establece, 
porque recién en esta Administración pudieron hacerse de la información antes ocultada. ¿Es efectivamente 
así? 


SEÑOR SARASUÚA.- Tengo un colega en Sala. Eso está en la tapa del libro, que no es susceptible de ser 
impugnado ante el Tribunal de lo Contencioso Administrativo. La primera consulta que me hace el 
gremio es esa, y les digo que es clarito, no es susceptible de ser impugnable ante el Tribunal de lo 
Contencioso Administrativo. El problema es que no conocíamos el acto administrativo porque no se 
nos muestra. Y tras cartón, consultamos a un Senador, cuyo nombre me reservo, le planteamos toda la 
problemática de hecho y de derecho y nos dijo que a veces hay posición en la Cámara en el sentido de 
que todas las resoluciones son susceptibles de ir al Tribunal de lo Contencioso Administrativo; 
entonces, debíamos plantear el recurso y después veríamos qué pasaba. 


Entonces, unido a todo eso, que en ese momento era imposible ir al Tribunal de lo Contencioso 
Administrativo, y a esa posición que nos alcanzan, es que el gremio toma la decisión de ir por el recurso 
establecido en el artículo 303 de la Constitución. Pero en ese momento era imposible, era como meterse en 
una niebla a manotazos. 


SEÑOR ORRICO.- Yo tengo una pregunta que gira alrededor de eso. 


Acá hay un recurso presentado que tiene distintos objetos, porque, por un lado, hay presupuestaciones y, por 
otro, ascensos. Prima facie, a uno le da la impresión de que esto era nulo de entrada, porque si no se 


publicaba, no podía ser de otra manera. No quiero dar una opinión definitiva porque no es el momento, usted 
es colega nuestro y se da cuenta de que es así. Pero la pregunta es: ¿cómo lograron saber los contenidos de 
estos decretos, desde el momento en que estaban escondidos? Porque era como si estuvieran metidos en un 
cajón, y no se podían identificar, que fue una de las causas por las cuales no se podía recurrir ante el Tribunal 
de lo Contencioso Administrativo. 


¿Cómo funcionaba en la práctica que alguien fuera ascendido pero que no se supiera "oficialmente" -entre 
comillas-? ¿Cómo funcionaba un sistema de comunicación entre ustedes en cuanto a la existencia de esos 
decretos? No les pido que me revelen detalles que traicionen la confianza de alguien. No les pedimos fuentes, 
pero sí, ¿cómo llegaron a saber estas cosas? 


SEÑOR SARASÚA.- De vez en cuando venía algún Edil y decía: "Hice el pedido por quinta vez y me 
entregaron una". Obviamente, lo que digo puede revestir cierta entidad. 


Había algún funcionario que sabía en qué estábamos y que cuando yo iba me decía: "Sigan peleando, que eso 
tiene que salir. Acá les conseguimos algo". 


Fue como armar un rompecabezas. Por eso llevó tiempo. Llevó meses de trabajo, de golpear y de pedir. 


SEÑOR GARCÍA.- Lo mío es breve. Acá hay que unir lo útil a lo agradable, la parte técnica con lo 
político sindical. El señor Diputado Orrico preguntaba cómo nos enterábamos de los decretos y de las 
resoluciones. Es una cuestión de hecho, simplemente. Para ser gráficos, sin decir específicamente el 
mecanismo que empleábamos, cuando alguien pasaba, por ejemplo, de Categoría 1 a Categoría 5, nos 
enterábamos, y ahí empezaba. También hubo algunos pedidos de informes -acá tengo las copias- que 
no fueron contestados en su totalidad, sino a medias. 


También quería decir -sin faltar el respeto a la opinión técnica- que con respecto a recurrir ante el Tribunal de 
lo Contencioso Administrativo, no teníamos las más mínimas condiciones, porque todos eran supuestos. 
Entonces, mal puedo recurrir ante el Tribunal si no tengo las condiciones mínimas. Ni siquiera notificaban, ni 
publicaban las listas. Simplemente se suponía que a menganito o a zutanito lo ascendieron. Por eso fue que 
tomamos la otra opción del artículo 303, ya que en ningún momento tuvimos la más mínima condición 
administrativa y legal como para recurrir ante el Tribunal de lo Contencioso Administrativo. 


SEÑOR SARASUA.- Venía Daniel al estudio y me decía: "Ascendieron a Juan Pérez; yo tengo más 
años, nunca falté y no tuve un sumario como tuvo él. ¿Cómo recurrimos?" "¿Estás seguro de que lo 
ascendieron?" "¡Ah!, me dijo Zutano". 


En ese ambiente nos movíamos y, de a poco, se fue recopilando, pero llevó tiempo y trabajo. 


SEÑOR CHA.- Ustedes fueron haciendo este trabajo de juntar indicios probatorios que permitieran 
conocer las irregularidades que nos vienen planteando y nos decía el Presidente de ADEOM que en la 
medida en que tuvieron este tipo de información comenzaron a hacer denuncias públicas. ¿Cuáles eran 
las explicaciones que brindaban los jerarcas o el propio Intendente, al respecto? ¿Qué argumentos se 
esgrimían desde la Intendencia, desde el propio Gobierno departamental, no solo ante al sindicato sino 
también ante la opinión pública? 


SEÑOR SARASÚA.- Cada vez que iba me decían: "Faltan algunas y te las damos". Yo decía: "Pero, 
me las tienen que dar". Y me contestaban: "Pero faltan algunas.- No; va a ser publicado en el Diario 
Oficial". Así me fueron llevando meses y meses. 


SEÑOR CHA.- Yo me refería a cuando ustedes constataban que había un ascenso irregular o una 
presupuestación como ustedes planteaban, con claro favoritismo o indicación. ¿Cuál era la respuesta 
política, la explicación que recibían de las autoridades departamentales? 


SEÑOR GARCÍA.- Con respecto a eso, vamos a ser bien concretos. A nivel público, la prensa, dicho 
sea de paso, estuvo dividida entre el oficialismo y el no oficialismo. Preguntaban: "Doctor, ¿es verdad 


que su hijo está trabajando y fue presupuestado?". Y respondía: "Sí, señor". Preguntaban: "Y, ¿por 
qué lo hizo?". Y contestaba: "Porque el Intendente tiene facultades y potestades para hacerlo". Ante la 
pregunta: "Dígame, ¿el sindicato está de acuerdo?", decía: "El sindicato, acá, no interviene; no me 
interesa el sindicato". 


Permítanme que sea grosero, pero soy realista. 


¿Eso es lo que el señor Diputado preguntaba? 
SEÑOR CHA.- Sí. 
SEÑOR SARASUA.- Voy a contar otra anécdota. 


Hay otro Edil al que le presupuestan al hijo. Entonces, le preguntaron: "¿Para usted está bien que le 
presupuesten al hijo?". Dijo: "¿De qué se quejan? Lo presupuestaron en el último grado y se quejan; si lo 
hubieran presupuestado más arriba, todavía". 


Eso era cosa normal en esos días. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Agradecemos a los ciudadanos de Artigas que han venido a visitarnos. La 
Comisión tomará en cuenta todas sus consideraciones. 


(Se retira de Sala la delegación de funcionarios de la Intendencia Municipal de Artigas) 


(Ingresan a Sala las señoras Silvia Larrosa y Jacqueline Flores) 


Damos la bienvenida a las señoras Silvia Larrosa y Jacqueline Flores, para tratar el tema de 
ascensos y presupuestaciones de funcionarios de la Intendencia de Artigas. 


SEÑORA LARROSA.- Agradecemos muchísimo que nos hayan recibido, porque sabemos que no 
estaba en las coordenadas del día de hoy de la Comisión. 


Tenemos un grupo de personas que nos apoyan, con las que estamos llevando adelante este movimiento. 
Supimos de esta reunión y aprovechamos para pedir que nos recibieran, lo cual agradecemos nuevamente. 


Nosotras somos ex funcionarias municipales, que fuimos presupuestadas en el anterior Gobierno y del día a 
la noche nos quitaron del Presupuesto y nos dejaron cesantes. Después de tener un presupuesto y una vida 
segura, después de que cada uno se organizó económica y socialmente, del día a la noche quedamos sin 
trabajo, y sin saber por qué nos retiraron del Presupuesto y nos dejaron cesantes. De acuerdo con los pocos 
conocimientos que tenemos, para que nos dejen cesantes de un Municipio por lo menos tendríamos que haber 
cometido un error grave en nuestra labor o, por lo menos, nos tendrían que haber hecho un sumario 
administrativo, cosa que no se hizo. Inmediatamente nos dejaron sin trabajo, sin decirnos por qué. 


Nosotros queríamos reivindicar que teníamos nuestro trabajo y actualmente no tenemos nada. Fueron 205 o 
206 funcionarios los presupuestados en el anterior Gobierno y solamente 40 fueron cesados. O sea que 
retiraron del Presupuesto y dejaron cesantes nada más que a 40 funcionarios. El resto está sin 
presupuestación; no tiene contrato; no tiene presupuesto, y según la actual Directora de Recursos Humanos 
solo existen dos condiciones: presupuestados o contratados. Estos funcionarios que quedaron sin presupuesto 
no tienen ninguna condición: no son presupuestados ni son contratados. 


Entonces, queremos saber por qué estos funcionarios continúan con su presupuesto mientras que a nosotros 
nos sacaron el presupuesto y nos dejaron sin trabajo. También nos llama la atención que estaba presente el 
Presidente del gremio -señor Roque García- y la muchacha que se sentó a su lado estaba en la misma 
situación que nosotros; la única diferencia es que ella no fue retirada del presupuesto ni cesada. 


Entonces, queremos saber cuáles son las diferencias, qué criterios tomó en cuenta la Administración actual 
para quitar a algunos del presupuesto y a otros no, para que a algunos los dejen sin trabajo y otros continúen 


trabajando. 


La idea era expresar nuestro punto de vista y, además, les trajimos documentos que avalan todo lo que hemos 
dicho. En concreto, queremos saber por qué algunos sí y otros no. 


SEÑOR LACALLE POU.- En la carta que presentan ante la Comisión dicen que vienen en calidad de 
integrantes -lo que me queda claro- y de representantes. Acaban de poner un ejemplo de un cúmulo de 
gente que fue contratada y después se derivan en distintos casos. 


No pido que me digan la fecha de ingreso de cada uno de los funcionarios porque no tienen por qué saberlo, 
pero sí quiero saber, en primer lugar, si todos los que integran este grupo de gente entraron en el último 
período municipal. 


En segundo término, quiero saber qué tipo de contrato tenía la gente que fue presupuestada. ¿Era un contrato 
a término? ¿Se renovaba automáticamente? ¿Qué tipos de contratos eran? 


SEÑORA LARROSA.- Yo ingresé en el año 2000. 
SEÑORA FLORES.- Yo ingresé en febrero del 2000. 


SEÑORA LARROSA.- Hasta el momento en que fuimos presupuestados los contratos eran realizados 
año a año. 


SEÑOR LACALLE POU.- O sea que se vuelve atrás por parte de esta Administración cuando 
teóricamente se terminó el contrato de ustedes. 


SEÑORA LARROSA.- No; lo que vuelve atrás el Intendente actual es nuestro presupuesto; nos quita 
la presupuestación. 


SEÑOR LACALLE POU.- Eso me queda claro, pero da por finalizado el contrato, aparte de quitarles 
la presupuestación. 


SEÑORA LARROSA.- No hubo contrato; nos quitó del presupuesto. 
SEÑOR LACALLE POU.- Pero estaban contratadas. 


SEÑORA LARROSA.- No, estábamos presupuestadas. O sea que estábamos en calidad de inamovibles 
dentro de la comuna. 


SEÑOR SALSAMENDI.- Por lo que pude entender, lo que ustedes plantean es que hubo alguna gente 
aparentemente en la misma situación de ustedes y en algunos casos se mantuvo la resolución del 
Intendente anterior y en otros no. ¿Eso es lo que están planteando? 


SEÑORA LARROSA.- Exacto. 


SEÑOR SALSAMENDI.- En segundo término, quiero saber cuándo les fue notificada la resolución en 
la que se determina que la presupuestación que habían obtenido quedaba sin efecto. Además, me 
gustaría que me dijeran si una vez notificados, han presentado algún tipo de recurso o lo que fuere 
desde el punto de vista jurídico, por lo menos en la situación de ustedes dos; no sé si conocen la de los 
demás. 


Finalmente, con respecto a la resolución, que supongo se la notificaron, ¿cuáles son las razones que emergen 
de ellas por las cuales quedó sin efecto la resolución anterior? 


SEÑORA LARROSA.- Inmediatamente que nos notificaron -no firmamos, como es obvio; fue una 
manera de manifestar que no estábamos de acuerdo con la resolución del Intendente-, nos asesoramos 
jurídicamente. Ella tiene un abogado diferente al mío, y en eso estamos. Hicimos tres apelaciones a la 
Intendencia y ninguna fue contestada; solo nos mandan resoluciones. Inclusive, por una de las últimas 
notas elevadas tenía un plazo de ciento cincuenta días para expedirse; anularon los ciento cincuenta 
días y ahora nuestros abogados van a pasar el caso al Tribunal de lo Contencioso Administrativo 
porque no hubo ninguna respuesta del señor Intendente actual. 


Entonces, nos hemos asesorado jurídicamente en todo lo que pudimos y en eso estamos: esperando 
respuestas. 


En cuanto a por qué nos retiran del presupuesto, no existe una idea clara. Al principio lo que ellos nos decían 
era que la Intendencia y su cuerpo jurídico no habían cumplido con los pasos necesarios: la publicación en el 
Diario Oficial, la comunicación a cada uno de los funcionarios y la elevación a la Junta Departamental. 
Como no fue válido el recurso presentado, volvieron a recurrir diciendo que los funcionarios presupuestados 
no ingresaron a la comuna mediante concurso o sorteo. Esa es otra cosa que nos llama muchísimo la 
atención, porque si se les va a quitar la presupuestación a los funcionarios que no ingresaron por concurso o 
sorteo, la Intendencia Municipal de Artigas se quedaría solo con dos o tres, porque desde 1985 o 1986 no se 
reglamentó ningún concurso en la Comuna. O sea que los funcionarios que ingresaron lo hicieron por 
acomodo, por clientelismo político o como lo quieran denominar ellos. Entonces, si es por aplicar esto, la 
Intendencia realmente tendría que quedar con dos o tres funcionarios, que son más o menos los que pueden 
haber entrado por concurso o sorteo. 


Por otra parte, si ingresamos mal, ¿por qué nos retiraron a nosotros, que somos unas cuarenta personas, e 
ingresaron a ciento cincuenta? Y aclaro que no son cargos de confianza. Todo Presidente, Intendente o lo que 
sea coloca a su gente en los cargos de confianza, pero no es este el caso. 


Entonces, queremos saber en qué se están basando, porque los que fuimos cesados no lo entendemos. Se dice 
una cosa y se aplica otra. Esa fue la explicación que nos dio el asesor jurídico de la Intendencia, pero no la 
entendemos porque sigue ingresando gente sin concurso ni sorteo. 


SEÑORA FLORES.- Tenemos documentación que acercaremos a esta Comisión. 


Quería agregar que, casualmente, el asesor jurídico, Braulio Gil, de la Intendencia Municipal de Artigas fue 
quien asesoró al Intendente anterior sobre cómo presupuestarnos y hoy asesora al Intendente de turno para 
sacarnos del presupuesto. Entonces, me pregunto dónde está la ética de ese doctor. 


SEÑOR MASEDA.- Sabemos que durante muchísimo tiempo la Intendencia Municipal de Artigas 
manejó el tema de los contratos por noventa días. 


Ustedes hacían contrato año a año, desde el 2000. ¿En qué fecha y en qué grado del escalafón los 
presupuestan? Hago esta pregunta porque muchas veces he escuchado que lo violatorio es presupuestar por 
encima del grado. 


SEÑORA FLORES.- Fui presupuestada en febrero del 2004, en calidad de oficios, en el escalafón más 
bajo. 


SEÑORA LARROSA.- Fui presupuestada en febrero de 2004 en el grado de administrativo, escalafón 
1, o sea, por donde debe iniciar la carrera administrativa todo funcionario. 


SEÑOR SALSAMENDI.- A partir de la documentación y del resto de la información que se aporte 
podremos analizar todo lo planteado. 


Simplemente, queremos dejar una constancia para los invitados y para la Comisión. En esta etapa estamos 
recibiendo y escuchando a los involucrados en el caso y, obviamente, no vamos a emitir ninguna opinión 
hasta tanto no analicemos todos los elementos: la documentación y los testimonios que se han brindado en la 


Comisión. Por lo tanto, nos hemos limitado únicamente a hacer las preguntas que entendimos pertinentes, sin 
realizar valoración alguna al respecto. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Agradecemos la presencia de las señoras invitadas. 


Se levanta la reunión. 


Montevideo, Uruguay. Poder Legislativo. 


